
 
Bogotá D.C., 03 de febrero de 2025 
 
 
 

Señor 
 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
(Reparto) 

 
 

Yo, William Hernando Vargas Buitrago, identificado como aparece junto a mi 
firma, interpongo el amparo constitucional establecido en el art 86 de nuestra 
Constitución Política contra la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y la Universidad Libre, 
porque ellas me han vulnerado los derechos fundamentales a la igualdad, al 
debido proceso y al acceso a cargos públicos. Fundamento mi acción en lo 
siguiente: 

 
 

I. HECHOS 
 
 

1. El 26 de septiembre de 2024, me inscribí al cargo OPEC N° 199632 
como Profesional Especializado grado 19, a la convocatoria de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios; dentro del 
proceso de convocatoria, superé la eta de Verificación de Requisitos 
Mínimos y presenté la prueba de conocimientos el 3 de noviembre de 
2024, la cual la Comisión Nacional del Servicio Civil delegó a la 
Universidad Libre para que la realizara. 

 
2. El Acuerdo No. 62 del 13 de julio de 2023 de la Comisión Nacional del 

Servicio Civil “Por el cual se convoca y se establecen las reglas del 
Proceso de Selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto para 
proveer los empleos en vacancia definitiva de la planta de personal 
perteneciente al Sistema Específico de Carrera Administrativa de las 
Superintendencias de la Administración Pública Nacional – Proceso de 
Selección No. 2504 de 2023 - SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DOMICILIARIOS” indica en el artículo 1 parágrafo 1 lo 
siguiente: “Hace parte integral del presente Acuerdo, el Anexo que 
contiene de manera detallada las Especificaciones Técnicas de cada 
una de las etapas del Proceso de Selección que se convoca. Por 
consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 31° de la Ley 
909 de 2004, este Acuerdo y su Anexo son normas reguladoras de este 
concurso y obligan tanto a la entidad objeto del mismo como a la CNSC, 
a la Institución de Educación Superior que lo desarrolle y a los 



participantes inscritos”, documento cuyas partes más relevantes allego 
en 3 folios (folios. 1-3) 

 
El Anexo Acuerdo No. CNSC 62 del 13 de julio de 2023  “POR EL CUAL 
SE ESTABLECEN LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE LAS 
DIFERENTES ETAPAS DEL “PROCESO DE SELECCIÓN 
SUPERINTENDENCIAS DE LA ADMINSTRACIÓN PÚBLICA 
NACIONAL”, EN LAS MODALIDADES DE ASCENSO Y ABIERTO, PARA 
PROVEER LOS EMPLEOS EN VACANCIA DEFINITIVA 
PERTENECIENTES AL SISTEMA ESPECÍFICO DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA DE SUS PLANTAS DE PERSONAL”, documento 
cuyas partes más relevantes allego en 7 folios (folios. 4-10) y que, como lo 
indica el Acuerdo No. CNSC 62 del 13 de julio de 2023, es la carta de 
navegación del aludido concurso, establece: 

 
“3.1.1.1 Certificación de la Educación. 
Los Estudios se acreditarán mediante la presentación de 
certificaciones, diplomas, actas de grado o títulos otorgados por 
las instituciones correspondientes. Para su validez requerirán de 
los registros y autenticaciones que determinen las normas 
vigentes sobre la materia (…)”. 

 
“3.2 Documentación para VRM y la prueba de la valoración de 
antecedentes (…) f) En los casos en que el aspirante pretenda 
que en la Prueba de Valoración de Antecedentes se valoren en el 
Factor Educación los estudios adicionales al requisito mínimo 
realizados, para los cuales aún no cuenta con los respectivos 
títulos o actas de grado, deberá adjuntar la correspondiente 
certificación de terminación y aprobación (día, mes y año) de la 
totalidad de materias que conforman el pénsum académico del 
programa cursado, expedida por la institución educativa 
competente, en la que conste que sólo queda pendiente la 
ceremonia de grado.”. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, se entiende que la normatividad que rige 

el concurso exige que los certificados de estudio son idóneos y deben 

ser valorados, pues tiene la misma fuerza probatoria que los diplomas, 

actas de grado o títulos otorgados por las instituciones. 

3. Cuando me entregan el puntaje total, veo con extrañeza como las 
demandadas omiten, en lo que tiene que ver con la “Educación Formal al 
Requisito Mínimo”, la valoración de la Maestría que realicé en la 
Universidad Nacional de Colombia (folios 11 y 12), cuya acreditación en 
los términos de legislación citada en el numeral anterior, hice, tal y como 
lo ordena la convocatoria, mediante certificado proveniente de esa Alma 
Mater que menciona: “Que WILLIAM HERNANDO VARGAS 



BUITRAGO, identificado con cédula de ciudadanía No. 79991134, 
estuvo matriculado en el Plan de Estudios MAESTRÍA EN GOBIERNO 
URBANO, y cursó las asignaturas o actividades académicas que suman 
51 créditos, obteniendo como ultima calificación en cada una de ellas lo 
siguiente(…)” en esta certificación se observa que la totalidad de 
créditos fueron aprobados. 

 
Ante tal ilegalidad y con radicado 953850900, presenté mi reclamación 
ante las demandadas (Folios 13 a 20). En este documento indiqué que 
para la fecha de inscripción, 26 de septiembre de 2023, ya era 
competente del título de maestría en Gobierno Urbano, de acuerdo con 
lo expresado en el Decreto 1083 de 2015, toda vez que ya había 
aprobado el pensum académico del Plan de Estudios y para tal efecto 
presenté el documento que así lo certifica. Además de lo anterior, el 10 
de octubre de 2023 (14 días después del 26 de septiembre de 2023), 
corroboré lo anteriormente expuesto, dado que recibí mi título de Magister 
en Gobierno Urbano.  Copia de este diploma la adjunto en la 
reclamación.(folio 21) 

 

4. En respuesta contenida en 4 folios (folios. 22 a 25) del 29 de enero de 
2025, me afirman: “(…) Tal como es posible evidenciar, para generar 
puntaje en la Prueba de Valoración de Antecedentes en el factor de 
Educación Formal, el aspirante debe aportar títulos de la referida 
modalidad de formación, con el respectivo diploma o acta de grado, 
tarjeta profesional, certificado que demuestre existencia del título 
expedido por la institución educativa competente, o certificación en la 
que conste, de manera explícita, que solamente queda pendiente la 
ceremonia de grado.”. 

 
5. Cuando las demandadas hacen referencia al certificado que aporté 

como prueba de mi Maestría para que me la tengan en cuenta y la 
califiquen, manifiestan que “Por consiguiente, el soporte no acredita 
ninguno de los postulados enunciados, y por lo tanto no es procedente 
otorgar puntaje al mismo.”. Como argumento jurídico de su respuesta 
invocan el Decreto 1083 de 2015, “artículo 2.2.2.3.3. Certificación 
educación formal. “Los estudios se acreditarán mediante la presentación 
de certificados, diplomas, grados o títulos otorgados por las instituciones 
correspondientes. Para su validez requerirán de los registros y 
autenticaciones que determinen las normas vigentes sobre la materia 
(…)”.  

 
 
 
 
 
 



II. PRETENSIONES 
 
 

Solicito del Juez Constitucional el amparo de mis derechos a la igualdad, al 
debido proceso y al trabajo, toda vez que han sido vulnerados por las 
demandadas cuando no le dan a mi Maestría el valor que le otorgan la ley y la 
jurisprudencia, en consecuencia: 
 

1. ORDENAR en su providencia a la Comisión Nacional del Servicio Civil 
y a la Universidad Libre que se califique mi estudio realizado en la 
Universidad Nacional de Colombia y su puntaje sea tenido en cuenta 
para los resultados del concurso para acceder al empleo OPEC N° 
199632 -Profesional Especializado Grado 19 en la Superintendencia de 
Servicios Públicos y en consecuencia, que se vea reflejada en la lista 
de elegibles producto de la finalización del concurso.  
 

 
2. Las demás decisiones u órdenes que su Despacho tenga a bien emitir, 

con el propósito de salvaguardar los derechos fundamentales 
invocados, así como los principios constitucionales expuestos y que 
tienen relación directa con los mismos. 

 
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona 
puede ejercer la acción de tutela “mediante un procedimiento preferente y 
sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre” para la protección 
inmediata de sus derechos fundamentales, siempre que resulten amenazados 
o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de 
particulares. La acción de tutela resulta procedente cuando el accionante no 
disponga de otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección 
de sus derechos, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar 
la consolidación de un perjuicio irremediable. Los siguientes son los requisitos 
generales de procedibilidad de la acción de tutela: 
 
(i) legitimación en la causa; (ii) inmediatez; y (iv) subsidiariedad.  
 
a. Legitimación en la causa  

 
Activa y pasiva, la acción de tutela debe ser promovida por el titular de los 
derechos fundamentales que se estiman vulnerados o amenazados, sea 
directamente o por su representante, por quien actúa a su nombre en 
calidad de agente oficioso, por el Defensor del Pueblo o por el Personero 
Municipal, a su vez, esta acción debe ser ejercida en contra del sujeto 
responsable de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, 
sea este una autoridad pública o un particular. En relación con la 
legitimación en la causa por activa en el presente caso, la titular de los 



derechos afectados a nombre propio presenta la presente acción 
constitucional. En cuanto a la legitimación en la causa por pasiva, la acción 
es promovida en contra la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL y 
la UNIVERSIDAD LIBRE, por ser las entidades involucradas en la 
vulneración de los derechos fundamentales.  
 

b. Inmediatez  
 
La presente acción de tutela se está impetrando en un tiempo prudencial, 
razonable y proporcionado a partir del hecho que genero la vulneración de 
los derechos fundamentales; de acuerdo a la Sentencia T- 327/2015 
emitida por la Corte Constitucional, determinó que el requisito de 
inmediatez, exige que el ejercicio de la acción de tutela debe ser oportuno, 
es decir, dentro de un término y plazo razonable, pues la tutela, por su 
propia naturaleza constitucional, busca la protección inmediata de los 
derechos constitucionales fundamentales y por ello la petición ha de ser 
presentada dentro de un marco temporal razonable respecto de la 
ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos fundamentales.  
 

c. Subsidiariedad  
 
El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela 
“sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable”, por ende, la procedibilidad de la acción 
constitucional estará sujeta que al considerar mis derechos fundamentales 
vulnerados no cuente con otro medio de defensa judicial y que el medio 
existente no sea idóneo o eficaz para la defensa de los derechos cuyo 
amparo se pretende.  
 
El constituyente del 91 consagró la acción de tutela, para reclamar de las 
autoridades jurisdiccionales en todo momento y lugar, la protección 
inmediata de los derechos fundamentales, cuando quiera que estos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades y en casos especiales por los particulares. En los términos del 
artículo 86 de la Carta Política, el amparo constitucional es un mecanismo 
de defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos 
fundamentales de una persona, cuando la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública e incluso de los particulares, amenace tales intereses 
esenciales. Sin embargo, este medio procesal es residual y subsidiario, por 
lo que en armonía con el Art. 6° del Decreto 2591 de 1991, sólo procede 
cuando el afectado no disponga de otro instrumento judicial contemplado 
en el ordenamiento jurídico, caso en el cual, la tutela entra a salvaguardar 
de manera eficaz los derechos invocados o aún, si éste existiere, no resulte 
idóneo para su protección.   
 
De acuerdo con lo dispuesto en el Art 209 de la Constitución Política “La 



función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las 
autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, 
en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los 
términos que señale la ley” 

 
d. Derechos fundamentales vulnerados 
 
Diversas sentencias emitidas por la honorable Corte Constitucional han sido 
enfáticas en precisar que “los concursos, cuya finalidad sea el acceso a la 
función pública, deben sujetarse estrictamente a los procedimientos y 
condiciones fijados de antemano y que las reglas que los rigen son obligatorias, 
no sólo para los participantes sino también para la administración que, al 
observarlas, se ciñe a los postulados de la buena fe (Art. 83 superior), cumple 
los principios que según el artículo 209 superior guían el desempeño de la 
actividad administrativa y respeta el debido proceso (Art. 29 superior) de los 
concursantes. Una actitud contraria defrauda a las justas expectativas de los 
particulares y menoscaba la confianza que el proceder de la administración 
está llamado a generar” (sentencia T-298 de 1995. M.P. Dr. Alejandro Martínez 
Caballero).  
 
El principio constitucional del mérito como principio rector del acceso al empleo 
público. Este tema se trató por parte de la Corte Constitucional, en reciente 
Sentencia T – 340/ 20 así: 
 
3.5.1. El artículo 125 de la Constitución Política elevó a un rango superior el 
principio de mérito como criterio predominante para la designación y promoción 
de servidores públicos. Así, consagró como regla general que los empleos en 
los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso a ella se 
hará mediante concurso público. Con esta norma el constituyente hizo explícita 
la prohibición de que factores distintos al mérito pudiesen determinar el ingreso 
y la permanencia en la carrera administrativa.   
 
Según lo ha explicado esta Corporación (Ver Sentencias C-901 de 2008 y C-
588 de 2009), la constitucionalización de este principio busca tres propósitos 
fundamentales: El primero de ellos es asegurar el cumplimiento de los fines 
estatales y de la función administrativa previstos en los artículos 2 y 209 
Superiores. En este sentido, se ha dicho que la prestación del servicio público 
por personas calificadas se traduce en eficacia y eficiencia de dicha actividad. 
Además, el mérito como criterio de selección provee de imparcialidad a la 
función pública. El segundo es materializar distintos derechos de la ciudadanía.  
 
Por ejemplo, el derecho de acceder al desempeño de funciones y cargos 
públicos; el debido proceso, visto desde la fijación de reglas y criterios de 



selección objetivos y transparentes previamente conocidos por los aspirantes; 
y el derecho al trabajo, ya que una vez un servidor público adquiere derechos 
de carrera, solo la falta de mérito puede ser causal para su remoción.  
 
El tercer y último propósito perseguido por el artículo 125 Superior, es la 
igualdad de trato y oportunidades, ya que con el establecimiento de concursos 
públicos, en los que el mérito es el criterio determinante para acceder a un 
cargo, cualquier persona puede participar, sin que dentro de este esquema se 
toleren tratos diferenciados injustificados, así como la arbitrariedad del 
nominador. Concretamente, la Corte ha sostenido que el principio de mérito 
“constituye plena garantía que desarrolla el principio a la igualdad, en la medida 
en que contribuye a depurar las prácticas clientelistas o políticas en cuanto 
hace al nombramiento de los servidores públicos o cuando fuese necesario el 
ascenso o remoción de los mismos, lo que les permite brindarles protección y 
trato sin discriminación de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica”. (Sentencia SU-086 de 1999, M.P. José 
Gregorio Hernández Galindo).  
 
El derecho al debido proceso con relación al principio del mérito y el acceso a 
cargos y funciones públicas. La Constitución Política de 1991 elevó el derecho 
al debido proceso administrativo a rango fundamental, motivo por el cual es 
susceptible de protección por vía de tutela. En efecto, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 29 constitucional “(...) el debido proceso se aplicará a 
toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. 
 
La Corte Constitucional ha estudiado el aludido derecho en el marco que hace 
referencia al concurso de méritos para ocupar cargos públicos. Este derecho 
ha sido definido como “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone 
la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia 
de actos por parte de la autoridad administrativa (ii) que guardan relación 
directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de 
manera constitucional y legal”.   
 
La Sentencia T-214 de 2004 resalta el carácter secuencial y reglado de la 
actuación de los poderes públicos para la consecución de los fines legal y 
constitucionalmente establecidos. Estas actuaciones deben ajustarse al 
principio de legalidad y atender otros principios constitucionalmente relevantes 
como la buena fe y la confianza legítima de los administrados. 
 
Este derecho, al igual que el derecho a la igualdad, en ciertos casos tiene un 
carácter instrumental, pues precisamente del estricto cumplimiento de las 
garantías constitutivas del debido proceso administrativo y de las regulaciones 
legales que determinan la actuación del poder público, se deriva la salvaguarda 
de otros derechos fundamentales, como el derecho de acceso a cargos y 
funciones públicas y el principio de mérito y el empleo público, señalados en el 
artículo 40 y 125 de la C. P. Derecho Fundamental De Acceder Al Desempeño 
De Funciones Y Cargos Públicos Por Mérito Sobre la materia la Corte 



Constitucional señala: “El derecho fundamental a acceder al desempeño de 
funciones y cargos públicos, como derecho político, es una expresión concreta 
del principio de participación en el ejercicio y control del poder público. Por esta 
razón, la Corte ha precisado que ‘(...) el ejercicio de cargos y funciones públicas 
merece protección, a la luz de la Constitución Colombiana, no únicamente por 
lo que significa en sí mismo sino por lo que representa, al tenor del artículo 40, 
como medio encaminado a lograr la efectividad de otro derecho -genérico- cuál 
es el de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, a 
objeto de realizar la vigencia material de la democracia participativa.’ De la 
redacción del artículo 40-7 de la Constitución, se deduce que este derecho 
protege tanto el acceso a, como el desempeño de, cargos y funciones públicas. 
La garantía de acceso es aplicable a las personas que no ejercen el cargo, 
como es obvio; mientras que la protección al desempeño cobija a la persona 
que cumple los requisitos para ejercer el cargo, o efectivamente lo está 
desempeñando. Esto es relevante porque las garantías de protección tienen 
un alcance diferenciado. (...)”.  
 
En lo que hace referencia a otro de los derechos alegados, el numeral 7° del 
artículo 40 de la Carta Política consagra el derecho a “acceder al desempeño 
de funciones y cargos públicos”. Desde sus inicios, la Corte ha destacado el 
carácter fundamental de dicho derecho. En la sentencia T-003 de 1992, la 
Corte señaló al respecto: “(...) Está de por medio, sin lugar a dudas, la 
efectividad de un derecho que, si bien, dada su naturaleza política, no ha sido 
reconocido por la Constitución a favor de todas las personas sino únicamente 
a los ciudadanos colombianos que no sean titulares de doble nacionalidad, 
tiene, respecto de ellos, el carácter de fundamental en cuanto únicamente la 
seguridad de su ejercicio concreto permite hacer realidad el principio de la 
participación, que se constituye en uno de los esenciales dentro de la filosofía 
política que inspira nuestra Carta, lo cual encuentra sustento no solo en la 
misma preceptiva constitucional, en su Preámbulo y en sus artículos 1, 2, 3, 
40, 41, 103 a 112, entre otros, sino en el texto de la papeleta por medio de la 
cual el pueblo colombiano votó abrumadoramente el 27 de mayo de 1990 por 
la convocatoria de una Asamblea Constituyente, cuyo único propósito expreso 
consistió en "fortalecer la democracia participativa”. 
 
El derecho específico al ejercicio de cargos y funciones públicas merece 
protección, a la luz de la Constitución Colombiana, no únicamente por lo que 
significa en sí mismo sino por lo que representa, al tenor del artículo 40, como 
medio encaminado a lograr la efectividad de otro derecho -genérico- cuál es el 
de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, a objeto 
de realizar la vigencia material de la democracia participativa”. 
 

IV. JURISPRUDENCIA 
 
Nuestra legislación es un todo armónico en donde unas leyes deben 
interpretarse de acuerdo al respeto que merecen sus antecesoras, postulado 
que las accionadas no tienen en cuenta toda vez que, si bien citan el art 



2.2.2.3.3 del Decreto 1083 de 2015, olvidan que antes de ella existe la Ley 909 
de 2004 regulatoria de la carrera administrativa, en donde el art 31, hoy vigente, 
establece que dentro de los concursos de méritos de la administración pública 
colombiana, la primera etapa es la de convocatoria, norma reguladora de todo 
concurso que obliga tanto a la administración como a las entidades contratadas 
para la realización del concurso y a los participantes. 

 
Al desconocer el Anexo Acuerdo No. CNSC 62 del 13 de julio de 2023 “Por el 
cual se convoca y se establecen las reglas del Proceso de Selección, en las 
modalidades de Ascenso y Abierto para proveer los empleos en vacancia 
definitiva de la planta de personal perteneciente al Sistema Específico de 
Carrera Administrativa de las Superintendencias de la Administración Pública 
Nacional – Proceso de Selección No. 2504 de 2023 - SUPERINTENDENCIA 
DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS ”, las demandadas no se 
enteraron de que dicha normatividad hace parte de la legislación aplicable al 
Concurso de méritos que hoy se reclama, situación anómala que me causa 
enormes perjuicios debido a que no se valoró mi Maestría realizada en la 
Universidad Nacional de Colombia, lo que en la actualidad me deja en 
desventaja frente a los demás participantes de la convocatoria, y por tanto, 
reclamando mis derechos conculcados a través de esta vía, porque se 
omitieron aplicar normas obligatorias. 

 
Cuando solicito que validen el certificado de estudio que aporté, expedido por 
autoridad académica competente, en el que se indica que cursé y aprobé las 
asignaturas , cumplo con lo establecido en el Anexo Acuerdo No. CNSC 62 del 
13 de julio de 2023, literal f del numeral 3.2. contenido en la página 23, que 
señala: “3.2 Documentación para VRM y la prueba de la valoración de 
antecedentes (…) f) En los casos en que el aspirante pretenda que en la 
Prueba de Valoración de Antecedentes se valoren en el Factor Educación los 
estudios adicionales al requisito mínimo realizados, para los cuales aún no 
cuenta con los respectivos títulos o actas de grado, deberá adjuntar la 
correspondiente certificación de terminación y aprobación (día, mes y año) de 
la totalidad de materias que conforman el pénsum académico del programa 
cursado, expedida por la institución educativa competente, en la que conste 
que sólo queda pendiente la ceremonia de grado”. 

 
Lo anterior para demostrar que tengo educación formal adicional al requisito 
mínimo, según el Acuerdo No. 62 del 13 de julio de 2023 y el Anexo Acuerdo 
No. CNSC 62 del 13 de julio de 2023, por lo que estoy solicitando lo que está 
normado en la convocatoria, que es la que establece las reglas de juego de la 
misma. 

 
El que la Universidad Libre al momento de hacer la evaluación se vaya 
directamente a la ley y no este teniendo en cuenta el certificado de estudio que 
aporté está desconociendo la norma reguladora de la convocatoria, que es la 
primera a consultar. 
 



Sentencia T-958 de 2009. 
 
La Magistrada Ponente Maria Victoria Calle Correa, le halla la razón a la 
accionante en el entendido de que la acreditación del requisito educación formal 
podía darse mediante certificación expedida por autoridad competente. 
 
La tutelante, al igual que lo hago en la presente acción, solicitaba que le tuvieran 
en cuenta la certificación de estudio que allegó porque se ajustaba a la 
acreditación de los requisitos exigidos en la convocatoria. Así las cosas, la Corte 
Constitucional amparó sus derechos al debido proceso, a la igualdad y al acceso 
a cargos públicos en los siguientes términos: “De lo anterior se colige que (i) la 
acreditación del requisito de educación formal podía darse mediante certificación 
expedida por autoridad competente en la que constara la obtención del título o 
del curso aprobado, debido a que los mismos términos de la convocatoria 
establecían claramente que la certificación era uno de los medios para demostrar 
la formación avanzada y (ii) que incluso en la convocatoria se previeron unos 
requisitos formales especiales para acreditar la validez de dicho certificado. Así, 
como lo señaló el juez de primera instancia, no es recibo el argumento expresado 
por los entes accionados que señalan que únicamente podía acreditarse la 
formación avanzada mediante presentación de diploma, debido a que dicho 
argumento no se ajusta a los términos publicados ni a las condiciones 
preestablecidas que estas mismas entidades previeron”. 
 
Es tan diáfana la interpretación que se hace del art 31 de la Ley 909 de 2004 
(tesis acogida por la Sala plena de la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado), en el sentido de considerar la convocatoria como la primera etapa de los 
concursos de méritos en Colombia, que en los pronunciamientos 
jurisprudenciales C-040-1995, T-256-1995, SU-1B3-1998 y SU-913-2009, 
nuestro más alto tribunal afirma que: “Al señalarse por parte de la administración 
las bases del concurso, estas se convierten en reglas particulares obligatorias. 
Cuando la administración se aparta o se desconoce las reglas del concurso o 
rompe la imparcialidad con que debe actuar o manipula los resultados del 
concurso, falta a la buena fe y obviamente incurre en violación de los principios 
que rigen la actividad administrativa, entre ellos la igualdad, la moralidad, la 
eficacia e imparcialidad y por contera puede violar los derechos fundamentales al 
debido proceso, igualdad y al trabajo de quienes participaron en el concurso y 
resulten lesionados”. 
 
Sentencia C-534 de 2016 
 
 La Corte Constitucional ha dicho que “La carrera administrativa es un principio que, 
además, tiene una función instrumental, de garantía, para la satisfacción de fines 
estatales y de la función pública; de derechos fundamentales, como el del trabajo 
en condiciones de estabilidad; y del derecho a la igualdad, en el trato y en las 
oportunidades” y “con un criterio teleológico, toda vez que se relaciona con las 
finalidades que cumple la carrera administrativa como eje preponderante en el 
andamiaje constitucional, como quiera que articula varios propósitos definidos por 



el constituyente, a saber: (i) permite el reclutamiento, a través de concursos de 
méritos, de personal óptimo y capacitado para el ejercicio de la función pública, con 
el fin de brindar transparencia, eficacia y eficiencia en la administración pública; (ii) 
materializa el derecho a la igualdad de los ciudadanos que aspiran al ejercicio de 
un cargo público (art. 13 superior) y garantiza el respecto por la disposición 
constitucional según la cual todos los ciudadanos tiene derecho a acceder al 
desempeño de funciones y cargos públicos (art. 40 Ibid.); y, (iii) proporciona una 
estabilidad laboral a los servidores que cumplen sus funciones con sujeción a la 
Constitución y a la ley (art. 53 ibid.). 
 
Ahora bien, con el objeto que la carrera como sistema de administración de personal 
cumpla su objetivo de permitir el ingreso de las personas más capacitadas para el 
ejercicio del servicio público -como expresión del mérito-, se requiere la 
configuración de un escenario en el que tal posibilidad se viabilice, a través de un 
procedimiento abierto y democrático en el que los interesados compitan, bajo la 
sujeción de parámetros transparentes y claros, con el ánimo de demostrar su 
merecimiento en el acceso al cargo pretendido. Dicho marco es, por regla general 
el concurso.  
 
Acogiendo estos postulados la ley 909 de 2004, norma rectora del empleo público, 
la carrera administrativa y la gerencia pública, establece en su Art. 2 que la función 
pública se desarrollará teniendo en cuenta principios constitucionales como la 
igualdad, mérito, imparcialidad, transparencia, entre otros, siempre en busca de las 
mejores calidades personales y capacidad profesional de los elegidos. A su vez, el 
artículo 27 de la misma ley, señala el objeto de la carrera administrativa el cual no 
puede ser otro que ofrecer estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso 
y el ascenso al servicio público. Garantizando siempre la transparencia, la 
objetividad, sin discriminación alguna. 
 
Sentencia T-391 de 1997 
 
La garantía del debido proceso, el cual debe aplicarse a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas (Art. 29 superior), constituye un control al poder del 
Estado en las actuaciones que se desarrollen frente a los administrados. La 
sentencia T-391/97, señala que esta garantía involucra la observancia de las formas 
propias de cada juicio, cuyo alcance en materia administrativa se refiere a seguir lo 
dispuesto en la ley y en las normas especiales para agotar el respectivo trámite.  
 
En el caso concreto se cuenta que se inaplicó parcialmente la normativa prevista 
para el proceso de selección meritocrático, como se ha demostrado previamente. 
 
Sentencia T 298 de 1995 
 
Los concursos “cuya finalidad sea el acceso a la función pública, deben sujetarse 
estrictamente a los procedimientos y condiciones fijados de antemano y que las 
reglas que los rigen son obligatorias, no solo para los participantes sino también 
para la administración que, al observarlas, se ciñe a los postulados de la buena fe 



(Art. 83 superior), cumple los principios que según el Art. 209 superior guían el 
desempeño de la actividad administrativa y respeta el debido proceso (Art. 29 
superior), así como los derechos a la igualdad (Art. 13 superior ), y al trabajo (Art. 
25 superior) de los concursantes. Una actitud contraria defrauda a las justas 
expectativas de los particulares y menoscaba la confianza que el proceder de la 
administración está llamado a generar”. 
 
 

V. COMPETENCIA 
 
Es usted, Señor Juez, competente por lo establecido en la ley para conocer del 
presente asunto. 
 

VI. JURAMENTO 
 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que sobre los mismos hechos invocados 
en esta demanda no he interpuesto otra acción de tutela. 
 

VII. PRUEBAS 
 

1. Acuerdo No. 62 del 13 de julio de 2023 “Por el cual se convoca y se 
establecen las reglas del Proceso de Selección, en las modalidades de 
Ascenso y Abierto para proveer los empleos en vacancia definitiva de la planta 
de personal perteneciente al Sistema Específico de Carrera Administrativa de 
las Superintendencias de la Administración Pública Nacional – Proceso de 
Selección No. 2504 de 2023 - SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PÚBLICOS DOMICILIARIOS”, en 3 folios. 
 

2. Anexo Acuerdo No. CNSC 403 del 30 de diciembre de 2020 “POR EL 
CUAL SE ESTABLECEN LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE 
LAS DIFERENTES ETAPAS DEL “PROCESO DE SELECCIÓN 
SUPERINTENDENCIAS DE LA ADMINSTRACIÓN PÚBLICA 
NACIONAL”, EN LAS MODALIDADES DE ASCENSO Y ABIERTO, 
PARA PROVEER LOS EMPLEOS EN VACANCIA DEFINITIVA 
PERTENECIENTES AL SISTEMA ESPECÍFICO DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA DE SUS PLANTAS DE PERSONAL”, en 7 folios. 

 
3. Reclamación presentada a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la 

Universidad Libre con radicado N° 953850900 en 8 folios. 
 

4. Certificado de culminación de la maestría expedido por la 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA en 2 folios. 

 
5. Diploma de MAGISTER EN GOBIERNO URBANO, expedido por la 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA en 1 folio.  

 
6. Respuesta de la Comisión Nacional de Servicio Civil y Universidad Libre 



de Colombia en 4 folios. 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

 
Las demandadas reciben notificaciones en los siguientes correos electrónicos: 

 
1. Comisión Nacional de Servicio Civil: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 
2. Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios: 

notificacionestutelas@superservicios.gov.co 
 

3. Universidad Libre de Colombia: juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co y  
diego.fernandez@unilibre.edu.co 

 

4. El suscrito recibe notificaciones en la Calle 10 A sur N° 15A-23 en la 
ciudad de Bogotá, 3118432828 (whatsapp) y wvargasbuitrago@gmail.com 

 
 
 

Agradezco su atención. 
 

 

 

 
WILLIAM HERNANDO VARGAS BUITRAGO. 

CC 79991134 de Bogotá 
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ACUERDO № 62
13 de julio del 2023

*62*
“Por el cual se convoca y se establecen las reglas del Proceso de Selección, en las modalidades de Ascenso y

Abierto para proveer los empleos en vacancia definitiva de la planta de personal perteneciente al Sistema
Específico de Carrera Administrativa de las Superintendencias de la Administración Pública Nacional – Proceso

de Selección No. 2504 de 2023 - SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS”

REPÚBLICA DE COLOMBIA

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-,

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 130 de la
Constitución Política, en los artículos 4, 7, 11,12, 29 y 30 de la Ley 909 de 2004, en los artículos

2.2.6.1, 2.2.6.3 y 2.2.19.2.1 del Decreto 1083 de 2015, el artículo 6° del Decreto Ley 775 de 2005, en el
numeral 21° del artículo 3° del Acuerdo No. CNSC-2073 de 20211, la Sentencia C-471 de 2013 de la

Corte Constitucional y,

CONSIDERANDO:

El artículo 125 de la Constitución Política establece que los empleos en los órganos y entidades del 
Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y que el ingreso a los cargos de carrera y el 
ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para 
determinar los méritos y las calidades de los aspirantes.

Adicionalmente, el artículo 130 superior dispone que  "Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil 
responsable de la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha 
de las que tengan carácter especial”.

Más adelante, el artículo 209  Ibídem  determina que  “ la función administrativa ( … ) se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad (…)”.

En concordancia con los anteriores preceptos, el artículo 7 de la Ley 909 de 2004 establece que la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, en adelante CNSC,  “ ( … ) es un órgano de garantía y protección del 
sistema de mérito en el empleo público ( … ), de carácter permanente de nivel nacional, independiente de 
las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio ( … ) , [que]  con el fin de garantizar la plena vigencia del principio de mérito en el empleo 
público (…), (…) actuará de acuerdo con los principios de objetividad, independencia e imparcialidad”.

El artículo 4° de la norma antes referida define los  Sistemas Específicos de Carrera Administrativa,  entre 
los cuales incluye el que rige para el personal que presta el servicio en las Superintendencias, regulado 
por el Decreto Ley 775 de 2005, como  “ ( … ) aquellos que en razón a la singularidad y especialidad de las 
funciones que cumplen las entidades en las cuales se aplican, contienen regulaciones específicas para 
el desarrollo y aplicación de la carrera administrativa en materia de ingreso ( … ), ascenso ( … ) y se 
encuentran consagradas en leyes diferentes a las que regulan la función pública”.

El numeral 3° del artículo 4°  Ibídem  establece que la administración y  “ la vigilancia de estos sistemas 
específicos corresponde a la Comisión Nacional del Servicio Civil ” ,  competencia confirmada, en general, 
por la Corte Constitucional en la Sentencia C-1230 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil, en la que se 
manifestó lo siguiente: 

( … ) Acorde con los artículos 125 y 130 de la Carta, la interpretación que se ajusta al espíritu de dichas normas, 
es aquella según la cual, es a  la  Comisión  Nacional  del  Servicio  Civil  a  quien  corresponde  administrar  y  vigilar
las  carreras  de  los  servidores  públicos,  con  excepción  de  aquellas  carreras  especiales  que  tengan  origen  
constitucional. Ello significa que se constituye en un imperativo constitucional, que se le asigne a dicha Comisión
tanto la administración como la vigilancia de la carrera general y de las carreras especiales de origen legal, estas
últimas,  denominadas  por  el  legislador  carreras  específicas. Cabe destacar que, aun cuando es cierto que el 

1 Modificado por el Acuerdo CNSC No. 352 del 19 de agosto de 2022



Continuación ACUERDO № 62

13 de julio del 2023 Página 7 de 18

“ Por el cual se convoca y se establecen las reglas del Proceso de Selección, en las modalidades de Ascenso y 
Abierto para proveer los empleos en vacancia definitiva de la planta de personal perteneciente al Sistema 
Específico de Carrera Administrativa de las Superintendencias de la Administración Pública Nacional  –  Proceso 
de Selección No. 2504 de 2023 - SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS”

En cumplimiento de esta labor, la entidad referida registró en el aplicativo SIMO la correspondiente OPEC 
para este     Proceso de Selección,   la   cual   fue   certificada   por   su   Representante   Legal   y   el (la)   Jefe   de   la  
Unidad   de   Personal o   su   equivalente,   al   registrarla   en   el aplicativo   y   aceptar   sus  c ondiciones   de  u so,  
directamente   o   mediante     otros usuarios creados, habilitados o autorizados por ellos o por sus 
antecesores, certificando igualmente que     “ ( … ) la información contenida en el presente reporte de la 
Oferta Pública de Empleos de Carrera     Administrativa   –   OPEC,   corresponde   a   los   empleos   de   carrera   en  
vacancia   definitiva   existentes   a   la   fecha   en     la   entidad   y   que   la   información   reportada   corresponde   a   la  
consignada en el Manual Específico de Funciones  y Competencias Laborales vigente, o su equivalente”. 

Además, para este proceso de selección en la modalidad Ascenso, la ENTIDAD, mediante radicado No.  
2023RE086876  del  20 de abril de 2023 , certificó la cantidad mínima de servidores públicos de carrera 
administrativa de la entidad que cumplen los requisitos establecidos en el artículo 29 de la Ley 909 de 
2004, modificado por el artículo 2 de la Ley 1960 de 2019, para participar en los concursos o procesos 
de Ascenso, de conformidad con los términos estipulados en la parte II del Anexo Técnico de la Circular 
Externa de la CNSC No. 0011 de 2021.  

Adicionalmente,   los   referidos   funcionarios,   al   certificar   la   aludida     OPEC, asumieron que  “ las 
consecuencias derivadas de la inexactitud, equivocación o falsedad de la     información   serán   de   exclusiva  
responsabilidad   de   la   entidad   ( … ),   por   lo   que   se   exime   a   la   Comisión   Nacional     del   Servicio   Civil   de   algún  
tipo de responsabilidad frente a terceros, por la información reportada (…)”.

Atendiendo a lo señalado en la Ley 2214 de 2022, para el presente Proceso de Selección la entidad 
reportó la existencia de empleos sin requisito mínimo de Experiencia.

Con base en la OPEC registrada y certificada en SIMO por la ENTIDAD, la Sala Plena de la CNSC,  
conforme   lo   establecido   en   el   numeral   21°   del   artículo   3°   del   Acuerdo No.   CNSC-2073   de   2021 4,   en  
sesión   del  29 de junio de 2023 , aprobó el presente Acuerdo y su Anexo, mediante el cual se convoca y 
se establecen las reglas del Proceso de Selección de que trata este acto administrativo. 

Con fundamento en lo señalado en la jurisprudencia del Consejo de Estado que señaló:  “ ( … )En ese 
sentido, esta Sección resalta que cuando la norma contenida en la disposición del numeral 1 del artículo 
31 de la Ley 909 se refiere a suscripción de la convocatoria, implica que tanto la CNSC como la entidad 
beneficiaria deben adelantar ineludiblemente una etapa previa de planeación y coordinación 
interinstitucional por la implicaciones administrativas y presupuestales que ello comporta, sin que este 
proceso de participación e interrelación implique necesariamente que ambas entidades, a través de sus 
representantes legales, deban concurrir con su firma en el acto administrativo que incorpora la 
convocatoria al Proceso de Selección o concurso.( … ) 5” ,  el presente Acuerdo, así como sus 
modificaciones y aclaraciones serán suscritas únicamente por la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
gozando de plena validez legal.

En mérito de lo expuesto, la CNSC,
ACUERDA:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1°. - CONVOCATORIA.  Convocar a proceso de selección, en las modalidades de Ascenso 
y Abierto, para proveer las vacantes definitivas de los empleos referidos en el artículo 8 del presente 
Acuerdo, pertenecientes al Sistema Específico de Carrera Administrativa de la planta de personal de la  
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS , que se identificará como 
“Proceso de Selección No. 2504 de 2023 - Superintendencias”.
PARÁGRAFO.  Hace parte integral del presente Acuerdo, el Anexo que contiene de manera detallada las 
Especificaciones Técnicas de cada una de las etapas del Proceso de Selección que se convoca. Por 
consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 31° de la Ley 909 de 2004, este Acuerdo y su 
Anexo son normas reguladoras de este concurso y obligan tanto a la entidad objeto del mismo como a la 
CNSC, a la Institución de Educación Superior que lo desarrolle y a los participantes inscritos. 

4 Modificado por el Acuerdo CNSC No. 352 del 19 de agosto de 2022
5 Sentencia del Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda, radicado 11001-03-25-000-
2016-01017-00. CP. César Palomino Cortés
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ARTÍCULO 32°. - RECOMPOSICIÓN AUTOMÁTICA DE LAS LISTAS DE ELEGIBLES.  Es la 
reorganización de la posición que ocupan los elegibles en una Lista de Elegibles en firme, como 
consecuencia del retiro de uno o varios de ellos, en virtud al nombramiento en el empleo para el cual 
concursaron o en un empleo igual o equivalente, sin que deba emitirse otro acto administrativo que la 
modifique.

La posesión en un empleo de carácter temporal realizado con base en una Lista de Elegibles en firme, 
no causa el retiro de la misma.

ARTÍCULO 33°. - VIGENCIA DE LAS LISTAS DE ELEGIBLES.  La vigencia de las Listas de Elegibles 
se determinará en el acto administrativo que conforme la misma y se contará a partir de la fecha en que 
se produzca su firmeza.

PARÁGRAFO:  El término de vigencia de la lista previsto en la Ley según corresponda, se contará a 
partir de la fecha en la que todas las posiciones que conforman dicha lista adquieran firmeza.

ARTÍCULO 34°. - USO DE LISTA DE ELEGIBLES. -  U na vez provisto el cargo objeto de concurso, las 
Listas de Elegibles resultado de un concurso general, conformadas en procesos de selección adelantados 
por cualquier superintendencia, podrán ser utilizadas por las demás, para proveer cargos de carrera 
equivalentes. En estos casos será potestativo de cada superintendente utilizar las Listas de Elegibles 
conformadas por otras superintendencias.

ARTICULO 35°. - VIGENCIA.  El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su expedición y publicación 
en el sitio web de la CNSC, enlace SIMO, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 
33° de la Ley 909 de 2004.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá D.C., el 13 de julio del 2023

MAURICIO LIÉVANO BERNAL
COMISIONADO

Elaboró: Paula G. Rojas Díaz - Nathalia Rodríguez Muñoz - Contratistas - Despacho del Comisionado II
Revisó:  Andrea Catalina Sogamoso - Profesional Especializado – Despacho del Comisionado II
              Miguel F. Ardila Leal - Asesor - Despacho del Comisionado II  
Aprobó: Vilma Esperanza Castellanos - Asesora de Procesos de Selección - Despacho del Comisionado II  
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POR EL CUAL SE ESTABLECEN LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE LAS 
DIFERENTES ETAPAS DEL  DE SELECCIÓN SUPERINTENDENCIAS DE LA 

, EN LAS    MODALIDADES DE ASCENSO Y 
ABIERTO, PARA PROVEER LOS EMPLEOS EN VACANCIA DEFINITIVA 

PERTENECIENTES AL SISTEMA ESPECÍFICO DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE SUS 
PLANTAS DE PERSONAL 
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9. Competencias específicas que se desarrollan con el programa de educación 
cursado y aprobado. 

10. Hacer constar que se ha culminado el correspondiente programa académico. 
 

Los 7 primeros puntos los debe certificar la entidad contratante y los 3 últimos la respectiva 
institución educativa o todos los puntos los puede compilar esta última en una misma certificación, 
pero con base en la certificación que expida la primera. 

 
Por su parte, para la aplicación de la Ley 2043 de 2020, se requiere que la práctica laboral se 
relacione con el programa académico cursado y que se haya realizado como opción para adquirir 
el correspondiente título (artículo 3). Además, debe ser certificada por la entidad beneficiaria 
(artículo 6). La respectiva certificación debe contener al menos la siguiente información: 

 
1. Nombre del estudiante practicante. 
2. Número de su documento de identificación. 
3. Fecha de inicio de la práctica laboral (día, mes y año). 
4. Fecha de terminación de la práctica laboral (día, mes y año). 
5. Actividades o labores cumplidas en la práctica laboral. 
6. Hacer constar que la práctica laboral se relaciona con el Programa de Educación Superior 

cursado y aprobado10. 
7. Señalar que la práctica laboral fue hecha como opción para adquirir el correspondiente título. 

Los 5 primeros puntos los debe certificar la entidad beneficiaria de la práctica laboral y los 2 últimos 
la respectiva Institución de Educación Superior o todos los puntos los puede compilar esta última 
en una misma certificación, pero con base en la certificación que expida la primera. 

 
Finalmente, en aplicación del parágrafo adicionado al artículo 2 de la Ley 2039 de 2020 por el 
artículo  4 de la Ley 2119 de 2021, los aspirantes que cuenten con 
programas de , debidamente acreditada en SIMO con su 
inscripción a este proceso de selección,  podrán convalidar la experiencia profesional 
obtenida en ejercicio de tales profesiones, siempre y cuando pertenezcan a la misma área del 

en los términos del Decreto 1083 de 2015 o de la norma que lo modifique o sustituya 
y no se trate de tiempos traslapados. Para este fin, deberán registrar oportunamente en SIMO las 
respectivas certificaciones laborales. 

3.2. Documentación para la VRM y la Prueba de Valoración de Antecedentes 
 

Los documentos que los aspirantes deben adjuntar escaneados en SIMO, cada uno en forma 
independiente, tanto para la VRM como para la Prueba de Valoración de Antecedentes, son los 
siguientes: 

 
a) Cédula de ciudadanía ampliada por ambas caras. 

 
b) Título(s) académico(s) o acta(s) de grado, conforme a los requisitos de Estudio exigidos para 

ejercer el empleo al cual aspira y los Criterios valorativos definidos más adelante para el Factor 
de Educación para la Prueba de Valoración de Antecedentes. 

 
c) Tarjeta Profesional o Matrícula correspondiente o certificación del trámite de una u otra, para 

                                                
10 Pa car en esta 
práctica laboral. 
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las profesiones relacionadas con las Áreas de la Salud e Ingeniería, las Profesiones Afines o 
Auxiliares de esta última y otras cuya Experiencia Profesional se deba contabilizar a partir de la 
expedición de estos documentos, de conformidad con los términos establecidos sobre este 
particular en los numerales 3.1.2.1 y 3.1.2.2 del presente Anexo. 

 
d) Certificación de terminación y aprobación (día, mes y año) de materias del programa cursado, 

expedida por la respectiva institución educativa, en los casos en que éste sea el requisito 
mínimo de Estudio que exige el empleo a proveer, el cual también se puede acreditar con el 
correspondiente título o acta de grado. 

 
e) Si el aspirante pretende que se le contabilice la Experiencia Profesional a partir de la fecha de 

terminación y aprobación de las materias que conforman el programa cursado, deberá adjuntar 
la correspondiente certificación, expedida por la respectiva institución educativa, en la que 
conste la fecha de terminación y aprobación (día, mes y año) de la totalidad del pénsum 
académico de dicho programa. 

 
f) En los casos en que el aspirante pretenda que en la Prueba de Valoración de Antecedentes se 

valoren en el Factor Educación los estudios adicionales al requisito mínimo realizados, para los 
cuales aún no cuenta con los respectivos títulos o actas de grado, deberá adjuntar la 
correspondiente certificación de terminación y aprobación (día, mes y año) de la totalidad de 
materias que conforman el pénsum académico del programa cursado, expedida por la 
institución educativa competente, en la que conste que sólo queda pendiente la ceremonia de 
grado. 

 
g) Certificaciones de los programas de Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano y/o de 

cursos o eventos de formación de Educación Informal realizados, debidamente organizadas en 
orden cronológico, de la más reciente a la más antigua. Con relación a los cursos o eventos de 
Educación Informal se aclara que solamente se van a tener en cuenta los realizados en los 
últimos cinco (5) años, contados hasta la fecha del cierre de inscripciones, cuya duración 
individual sea de veinticuatro (24) o más horas. 

 
h) Constancias académicas o certificación(es) que acrediten el dominio de una lengua extranjera, 

para los empleos que lo exijan como requisito mínimo. 
 

i) Certificaciones de Experiencia expedidas por la autoridad competente de la respectiva 
institución pública o privada, ordenadas cronológicamente de la más reciente a la más antigua. 

 
j) Cuando el empleo requiera para su ejercicio la acreditación de la Licencia de Conducción, la 

misma debe aportarse teniendo en cuenta que se encuentre vigente a la fecha del cierre de 
inscripciones y escaneada por las dos caras para la respectiva validación. 

 
k) Los demás documentos que permitan la verificación del cumplimiento de los requisitos mínimos 

del empleo para el cual se inscribe el aspirante y aquéllos que considere deben ser tenidos en 
cuenta para la Prueba de Valoración de Antecedentes. 

 
El cargue de la anterior documentación es una obligación exclusiva del aspirante y se realizará 
únicamente en el SIMO. La misma podrá ser modificada hasta antes de la fecha del cierre de la 
Etapa de Inscripciones que señale la CNSC. Los documentos enviados o radicados en forma física 
o por medios distintos a SIMO o los que sean adjuntados o cargados con posterioridad a dicha 
fecha, no serán objeto de análisis para la VRM ni para la Prueba de Valoración de Antecedentes en 
este proceso de selección. 
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Cuando el aspirante no presente debidamente la documentación que acredite el cumplimiento de 
los requisitos del empleo por el que pretende concursar o no presente ninguna documentación, 
se entenderá que desiste de participar en el proceso de selección y, por lo tanto, quedará excluido 
del mismo, sin que por ello pueda alegar derecho alguno. 

 
Los aspirantes varones que queden en Lista de Elegibles y sean nombrados en estricto orden de 
mérito en los empleos vacantes objeto del presente proceso de selección, deberán acreditar su 
situación militar de conformidad con la normatividad vigente. 

 
3.3. Publicación de resultados de la VRM 

 
Los resultados de la VRM serán publicados en el sitio web de la CNSC, www.cnsc.gov.co, enlace 
SIMO, y/o en el sitio web de la Institución de Educación Superior contratada para realizar esta 
etapa, a partir de la fecha que disponga la CNSC, la cual será informada por estos mismos medios 
con una antelación no inferior a cinco (5) días hábiles. 

 
Para conocer estos resultados, los aspirantes deberán ingresar al aplicativo SIMO con su usuario 
y contraseña. 

 
3.4. Reclamaciones contra los resultados de la VRM 

 
Las reclamaciones contra los resultados de la VRM se deben presentar por los aspirantes que 
vayan a hacerlas únicamente a través del SIMO, frente a sus propios resultados (no frente a los 
de otros aspirantes), dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la fecha de publicación de los 
mismos, en los términos del artículo 21 del Decreto Ley 775 de 2005 o de la norma que lo 
modifique o sustituya, las cuales serán decididas por la Institución de Educación Superior 
contratada para realizar esta etapa del proceso de selección, quien podrá utilizar la respuesta 
conjunta, única y masiva, de conformidad con la Sentencia T-466 de 2004, proferida por la Corte 
Constitucional y lo previsto por el artículo 22 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, en adelante CPACA, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 
2015. 
 
Estas reclamaciones no son la oportunidad para que los aspirantes complementen, modifiquen, 
reemplacen o actualicen documentación aportada en SIMO antes del cierre de inscripciones de 
este proceso de selección o para adicionar nueva después de dicha fecha. Por consiguiente, los 
documentos allegados con las mismas se consideran extemporáneos y, por lo tanto, no se tendrán 
en cuenta para resolverlas. 

 
En la fecha que disponga la CNSC, que será informada con una antelación no inferior a cinco (5) 
días hábiles en su sitio web www.cnsc.gov.co, enlace SIMO, el aspirante deberá ingresar al 
aplicativo con su usuario y contraseña y consultar la decisión que resolvió la reclamación 
presentada. 

 
Contra la decisión procede el recurso de reposición, el cual deberá ser interpuesto dentro de los 
dos (2) días hábiles siguientes, a través de la plataforma SIMO, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 21 del Decreto 775 de 2005. 
 
Publicación de resultados definitivos de Admitidos y No admitidos 
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La Comisión Nacional del Servicio Civil, la institución de educación superior contratada, citará en la 
misma ciudad de aplicación únicamente a los aspirantes que durante el período de reclamación 
hubiesen solicitado el acceso a la prueba presentada.  
 
A partir del día siguiente al acceso a los documentos objeto de reserva, el aspirante contará con un 
término de dos (2) días hábiles para completar su reclamación, para lo cual, se habilitará el aplicativo 
SIMO por el término antes mencionado.  
 
Para atender las reclamaciones la institución de educación superior contratada, podrá utilizar la 
respuesta conjunta, única y masiva, de conformidad con la Sentencia T- 466 de 2004 proferida por 
la Honorable Corte Constitucional y lo previsto por el artículo 22 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en los términos que fue sustituido por la Ley 1755 
de 2015.  
 
Contra la decisión que se resuelve la reclamación de Resultado de la Prueba de Entrevista no 
procede ningún recurso. 
 
11.5 RESULTADOS DEFINITIVOS DE LA PRUEBA DE ENTREVISTA.  
 
Los resultados definitivos de esta prueba se publicarán en el sitio web www.cnsc.gov.co enlace 
SIMO, en la fecha que se informe con antelación por esos mismos medios. Para conocer los 
resultados, los aspirantes deben ingresar al aplicativo, con su usuario y contraseña. 
 
12 . CONFORMACIÓN Y ADOPCIÓN DE LISTAS DE ELEGIBLES 

 
Esta labor se realizará de conformidad con las disposiciones del artículo 24 del respectivo Acuerdo 
del Proceso de Selección. 

 
Bogotá, D.C., junio 2023. 

 
 
Elaboró: Yesid Quiroz - Nathalia Rodríguez Muñoz - Contratista Despacho del Comisionado II 
Revisó:  Andrea Catalina Sogamoso  Profesional Especializada Despacho II  
Aprobó: Vilma Esperanza Castellanos - Asesora de Procesos de Selección 
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 EL SECRETARIO DE FACULTAD

CERTIFICA

Que WILLIAM HERNANDO VARGAS BUITRAGO, con Cédula Nº 79991134, estuvo
matriculado(a) en el Plan de Estudios MAESTRÍA EN GOBIERNO URBANO hasta el y cursó
las asignaturas o actividades académicas que suman 51 créditos, obteniendo como última
calificación en cada una de ellas lo siguiente:

SEGUNDO PERIODO ACADÉMICO 2020   
CÓDIGO ASIGNATURA O ACTIVIDAD ACADÉMICA CRÉDITOS CALIFICACIÓN
2028139 Áreas metropolitanas contemporáneas 4 4.5 Cuatro Cinco

2028142 Ciudades, estados y gobierno 4 4.5 Cuatro Cinco

2028144 Economía urbana, territorios y desarrollo 4 4.5 Cuatro Cinco

2028147 Políticas urbanas e instituciones de gobierno 4 3.8 Tres Ocho

PRIMER PERIODO ACADÉMICO 2021   
CÓDIGO ASIGNATURA O ACTIVIDAD ACADÉMICA CRÉDITOS CALIFICACIÓN
2028138 Propuesta de Trabajo final de Maestría 4 AP Aprobada

2028141 Análisis político de la geografía urbana 4 4.5 Cuatro Cinco

2028143 Desarrollo regional y descentralización 4 4.3 Cuatro Tres

2028614 Derecho y gobierno urbano 4 4.1 Cuatro Uno

PRIMER PERIODO ACADÉMICO 2022   
CÓDIGO ASIGNATURA O ACTIVIDAD ACADÉMICA CRÉDITOS CALIFICACIÓN
2016736 Derecho y política ambiental 4 4.2 Cuatro Dos

2028721 Toma decisiones en políticas públicas: teoría y análisis
empíricos 4 4.6 Cuatro Seis

SEGUNDO PERIODO ACADÉMICO 2022   
CÓDIGO ASIGNATURA O ACTIVIDAD ACADÉMICA CRÉDITOS CALIFICACIÓN
2028137 Trabajo final de Maestría 11 AP Aprobada

Créditos que contempla el plan de estudios: 51
Promedio académico: 4.3 Cuatro Tres

Sede Bogotá

Patrimonio
de todos
los colombianos
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Se expide este certificado a solicitud del (la) interesado(a) en la ciudad de BOGOTÁ, D.C.,a
los veinticinco (25) días del mes de septiembre del año dos mil veintitrés (2023) .

LIBARDO ALBERTO FANDIÑO CHITIVA
Secretario de Facultad

FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS
Código de Verificación: 295300001422051120903

Nota: la escala de calificaciones para las asignaturas es de cero punto cero (0.0) a cinco punto cero (5.0) siendo la nota mínima
aprobatoria de tres punto cero (3.0).
Crédito: unidad que mide el tiempo que el estudiante requiere para cumplir a cabalidad los objetivos de formación de cada
asignatura y equivale a 48 horas de trabajo del estudiante en un periodo académico (Artículo 6 del acuerdo 033 de 2007 del
CSU).
Promedio académico: promedio ponderado de asignaturas cursadas (Artículo 41 del Acuerdo 008 de 2008 del CSU).
El original de este documento es electrónico y se encuentra firmado digitalmente en cumplimiento a lo establecido en la ley 527
de 1999. Verifique su autenticidad ingresando a http://dninfoa.unal.edu.co, mediante el servicio: Verificación Certificados
Digitales.

Sede Bogotá

Universidad
Nacional
De Colombia



Bogotá, 7 de enero de 2025 

 

Señores 

Comisión Nacional del Servicio Civil 

Ciudad.  

 

Asunto: Reclamación. 

 

Cordial saludo  

 

Por medio de la presente hago reclamación de la prueba de valoración de antecedentes en 
el nivel profesional en de educación formal. 

Para comenzar, apliqué al empleo con numero de OPEC 199632 como Profesional 
Especializado Grado 19  en la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios el cual 
tiene los siguientes requisitos: 

 

Imagen 1. Requisitos Mínimos OPEC 199632. Profesional Especializado Grado 19. Superservicios 
Tomado de: Requisitos del cargo del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad-SIMO- 

 

Adicionalmente, en la tabla de equivalencias para participar con el titulo de posgrado de 
Maestría solicitan:  

 



 
Imagen 2. Equivalencias para título de Maestría 
Tomado de: Requisitos del cargo del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad-SIMO- 

 

Para este empleo la tabla de valoración de antecedes extraída del Anexo Técnico de la 
convocatoria presenta la siguiente cantidad máxima de puntos a obtener: 

 

Imagen 3. Tabla de Valoración de Antecedentes 
Tomado de: Anexo Técnico ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

 
 

Con respecto a la anterior tabla se puede establecer que en la Educación Formal  un 
aspirante puede obtener 25 puntos en esta prueba, para el caso mío, y según los resultados 
actuales obtuve un total de 0 puntos, como se puede ver a continuación: 

 



Imagen 4. Resultados detallados Valoración de Antecedentes 
Tomado de: Requisitos del cargo del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad-SIMO- 

 

En Educación Formal me puntuaron con 0 (cero), tal como se puede apreciar:  

Imagen 5. Resultados detallados Valoración de Antecedentes-Formación 
Tomado de: Requisitos del cargo del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad-SIMO- 

 

Según la imagen anterior, el documento presentado no es valido para acreditar puntaje 
dado que indican :  

No es posible tener en cuenta el documento para la asignación de puntaje en este 
nivel, según lo dispuesto en el numeral 5 del Anexo a los Acuerdos del Proceso de 
Selección, por el cual se establecen las especificaciones técnicas de las diferentes 
etapas del Proceso de Selección SUPERINTENDENCIAS DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, que dispone que para el ítem de educación formal 
puntúan los TÍTULOS.  

Ahora bien, antes de continuar con la reclamación, voy a justificar el documento presentado 
como Maestría y además, mostrar la idoneidad y alineación con el cargo en el cual estoy 
participando. La Maestría presentada es la Maestría en Gobierno Urbano de la 
Universidad Nacional de Colombia. A continuación presento el plan de estudios: 

 



Imagen 6. Pensum Maestría en Gobierno Urbano de la Universidad Nacional de Colombia. 
Tomado de: https://ieu.unal.edu.co/formacion/maestria-en-gobierno-urbano/plan-de-estudios/ 

 

El trabajo Final de Maestría que realicé está estrechamente relacionado con la problemática 
de los residuos sólidos y con la prestación del servicio público de aseo, específicamente 
con la recolección, transporte y aprovechamiento de residuos aprovechables y se denomina 
Factores críticos para el aprovechamiento de residuos en el marco de la economía 

circular. Caso de estudio localidad de San Cristóbal, Bogotá Este se encuentra 
disponible en el repositorio de la Universidad en el siguiente enlace:  

https://repositorio.unal.edu.co/handle/unal/84044 

Ahora bien, el 26 de septiembre de 2023, me inscribí al cargo OPEC N° 199632, y en ese 
momento como soporte del estudio de maestría adjunté el certificado de terminación de 
materias el cual indica que cursé y aprobé los 51 créditos de los 51 créditos del plan de 
estudios. Es decir cursé y aprobé la totalidad de créditos requeridos por el programa 
curricular.  



 
Imagen 7. Certificado de Terminación de créditos de la Maestría en Gobierno Urbano. 

 

Este documento fue expedido el 25 de septiembre de 2023, por el Secretario de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de Colombia. Se adjunta este 
documento para los fines pertinentes. 

En el Numeral 3.1.1 l Anexo Técnico del PROCESO DE SELECCIÓN 
SUPERINTENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NACIONAL  invocan al 
Decreto 1083 de 2015, en su articulo 2.2.2.3.2, el cual define:  

Estudios. Se entiende por estudios los conocimientos académicos adquiridos en 
instituciones públicas o privadas, debidamente reconocidas por el Gobierno Nacional, 
correspondientes a la educación básica primaria, básica secundaria, media vocacional, 
superior en los programas de pregrado en las modalidades de formación técnica profesional, 
tecnológica y profesional y en programas de postgrado en las modalidades de 
especialización, maestría, doctorado y postdoctorado.  

Además , el mismo decreto 1083 de 2015, en su artículo 2.2.2.3.3, establece: 

Certificación Educación Formal. Los estudios se acreditarán mediante la 
presentación de certificados, diplomas, grados o títulos otorgados por las 
instituciones correspondientes. Para su validez requerirán de los registros y 
autenticaciones que determinen las normas vigentes sobre la materia. La tarjeta 
profesional o matrícula correspondiente, según el caso, excluye la presentación de 
los documentos enunciados anteriormente.  

En los casos en que para el ejercicio de la respectiva profesión se requiera acreditar 
la tarjeta o matrícula profesional, podrá sustituirse por la certificación expedida por 



el organismo competente de otorgarla en la cual conste que dicho documento se 
encuentra en trámite, siempre y cuando se acredite el respectivo título o grado. 
Dentro del año siguiente a la fecha de posesión, el empleado deberá presentar la 
correspondiente tarjeta o matrícula profesional.  

 De no acreditarse en ese tiempo, se aplicará lo previsto en el artículo 5º de la Ley 
190 de 1995, y las normas que la modifiquen o sustituyan.  

Adicionalmente, el articulo 2.2.2.3.7, del decreto 1083 de2015 indica lo siguiente: 

Experiencia Profesional. Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación 
del pénsum académico de la respectiva formación profesional, en el ejercicio de las 
actividades propias de la profesión o disciplina académica exigida para el 
desempeño del empleo.  

Como complemento en la tabla de Equivalencias de requisitos para el cargo se señala lo 
siguiente como Título de Posgrado de la modalidad de maestría la terminación y aprobación 
de los estudios requeridos para acceder al título citado:  

 
Imagen 8. Equivalencias para título de Maestría 
Tomado de: Requisitos del cargo del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad-SIMO- 

 

Por lo anteriormente, expuesto para el 26 de septiembre de 2023, ya era competente del 
título de maestría en Gobierno Urbano, de acuerdo con lo expresado en el Decreto 1083 de 
2015, toda vez que ya había aprobado el pensum académico del Plan de Estudios y para 
tal efecto presenté el documento que así lo certifica.  

Además de lo anterior, el 10 de octubre de 2023 (14 días después del 26 de septiembre 
de 2023), corroboré lo anteriormente expuesto, dado que recibí mi título de Magister en 
Gobierno Urbano.  Copia de este diploma la adjunto en la reclamación. 

 



Imagen 9. Diploma de Magíster en Gobierno Urbano 

 

Con base en lo anterior solicito muy especialmente la corrección de mi puntaje, 
pasando de los 0 puntos a los 20 puntos que es lo correcto en la calificación, basado 
en los siguientes aspectos: 

1. Respecto al concepto emitido para no tener en cuenta el documento presentado 
como certificación de terminación de los estudios de Maestría:  
 
No es posible tener en cuenta el documento para la asignación de puntaje en este 

nivel, según lo dispuesto en el numeral 5 del Anexo a los Acuerdos del Proceso de 
Selección, por el cual se establecen las especificaciones técnicas de las diferentes 
etapas del Proceso de Selección SUPERINTENDENCIAS DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, que dispone que para el ítem de educación formal 
puntúan los TÍTULOS.  

Respetuosamente, presento mi desacuerdo con este argumento, en el Anexo POR EL 
CUAL SE ESTABLECEN LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE LAS 

LA ADMINISTRACIÓN 
Y ABIERTO, PARA PROVEER LOS EMPLEOS EN VACANCIA DEFINITIVA 
PERTENECIENTES AL SISTEMA ESPECÍFICO DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE 
SUS PLANTAS DE PERSONA , ya que si bien en su numeral 5 mencionan los ítems 
de la Prueba de Valoración de Antecedentes, y mencionan la cantidad de puntos que 
se pueden obtener tanto en Educación y Experiencia, ustedes no me presentan con 
claridad y detalle que parte de ese numeral estoy infringiendo; por lo anterior, en este 
documento desarrollé una justificación de la presentación del certificado de 
cumplimiento de terminación de materias de mi título de Maestría obtenido y del hecho 
del por qué si deben tenerlo en cuenta. 



1. Con respecto a la educación formal, me han puesto 0 puntos, cuando lo correcto es 
20 puntos, se debe tener en cuenta que el numeral 7.2 del Anexo Técnico del 
PROCESO DE SELECCIÓN SUPERINTENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN

PÚBLICA NACIONAL , Criterios valorativos para puntuar la educación en la 
prueba de valoración de antecedentes., para el nivel Profesional, los puntos 
asignados para el nivel de maestría son de 20 puntos tal como se puede apreciar:

Imagen 10. Puntajes para la Valoración de criterios educativos
Tomado de: Anexo Técnico ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Así, con la presente reclamación espero poder pasar de 60 puntos a 80 puntos en la 
calificación de valoración de antecedentes del presente empleo.

Cordialmente

WILLIAM HERNANDO VARGAS BUITRAGO

CC 79991134

OPEC N° 199632

Anexo: Certificado Certificado de Terminación de créditos de la Maestría en Gobierno Urbano
             Diploma de Magister en Gobierno Urbano
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Bogotá D.C., enero de 2025 

Aspirante 

WILLIAM HERNANDO VARGAS BUITRAGO 

Inscripción: 694031669 

Procesos de Selección Nos. 2502 al 2508 de 2023 – Superintendencias de la Administración 

Pública Nacional 

 

 

Nro. de Reclamación SIMO 953850900 

 

Asunto: Respuesta a la reclamación presentada con ocasión a los 

resultados publicados de la Prueba de Valoración de Antecedentes, en 

el marco de los Procesos de Selección Nos. 2502 al 2508 del Sistema 

Específico de Carrera Administrativa de las Superintendencias de la 

Administración Pública Nacional. 

 

Aspirante: 

 

La Comisión Nacional de Servicio Civil - CNSC y la Universidad Libre suscribieron el Contrato 

de Prestación de Servicios No. 441 de 2024, cuyo objeto es “Adelantar el proceso de selección 

para la provisión de los empleos vacantes en la Modalidad Abierto del Sistema Especial de Carrera 

Administrativa de la Fuerza Aérea Colombiana, identificado como Proceso de Selección No. 1497 de 

2020, así como la provisión de los empleos vacantes en las modalidades de ascenso y abierto del 

sistema específico de carrera administrativa de las Superintendencias de la Administración Pública que 

conforman los Procesos de Selección Nos. 2502 al 2508 de 2023, desde la etapa de verificación de 

requisitos mínimos hasta la consolidación de los resultados definitivos para la conformación de las 

listas de elegibles”. (Subrayado fuera del texto) 

En virtud del referido contrato, se establece como obligación específica de la Universidad 

Libre la de: “6. Atender, resolver y responder de fondo dentro de los términos legales las 

reclamaciones, peticiones, acciones judiciales y llevar a cabo las actuaciones administrativas a que 

haya lugar en ejercicio de la delegación conferida con la suscripción del contrato, durante toda la 

vigencia de este y con ocasión de la Ejecución de las etapas del proceso de selección contratada”; por 

ello, nos dirigimos a usted con el propósito de dar respuesta a la reclamación formulada con 

ocasión a los resultados publicados de la Prueba de Valoración de Antecedentes, la cual fue 

presentada dentro de los términos legales establecidos. 

 



 
Así las cosas, en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo que establece las reglas del 

Proceso de Selección y su respectivo Anexo, el pasado 30 de diciembre de 2024, se 

publicaron los resultados preliminares de la Prueba de Valoración de Antecedentes; por lo 

que los aspirantes podían presentar sus reclamaciones ÚNICAMENTE a través de SIMO, 

dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes; es decir desde las 00:00 del 31 de 

diciembre del año 2024, hasta 23:59 del 8 de enero de 2025, excepto los días 1, 4, 5, y 6 

de enero al no ser días hábiles, de conformidad con lo establecido en el numeral 9 del 

Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección y en concordancia con el artículo 13 del Decreto 

Ley 760 de 2005.  

 

Una vez vencido el término otorgado, se evidenció que, en vigencia del mismo, a través del 

aplicativo SIMO, usted formuló reclamación en la que señala: 

 “Reclamación Valoración de Antecedentes” 

 

“Reciban un cordial saludo. De manera respetuosa presento la reclamación por los resultados 

de Valoración de antecedentes, dado que no se está teniendo en cuenta el certificado por la 

realización del Titulo de Posgrado de Maestría en Educación Formal por lo que obtuve 

calificación cero (0) en esta prueba. Respetuosamente solicito se rectifique esta calificación y 

me sea colocada la calificación de veinte (20). Esta solicitud se encuentra justificada en el 

documento Anexo.  En el documento adjunto denominado  Reclamación VA 79991134 , se 

encuentra el detalle de la reclamación.” 

 

Adicionalmente, mediante documento anexo manifiesta lo siguiente:  

“(…) Por lo anteriormente, expuesto para el 26 de septiembre de 2023, ya era competente del 

título de maestría en Gobierno Urbano, de acuerdo con lo expresado en el Decreto 1083 de 

2015, toda vez que ya había aprobado el pensum académico del Plan de Estudios y para tal 

efecto presenté el documento que así lo certifica. (…) ” 

En atención a lo expuesto, a continuación, encontrará respuesta de fondo, suficiente, 

coherente y pertinente a los cuestionamientos interpuestos en su escrito de reclamación: 

1. En respuesta a su requerimiento puntual de otorgar puntaje al certificado de terminación 

de materias, es pertinente indicar que, de conformidad con lo dispuesto en el Anexo de los 

Acuerdos del Proceso de Selección, generan puntaje los títulos de educación formal:  

 

3.2. Documentación para la VRM y la Prueba de Valoración de Antecedentes  

 f) En los casos en que el aspirante pretenda que en la Prueba de Valoración de Antecedentes 

se valoren  en el Factor Educación los estudios adicionales al requisito mínimo realizados, para 

los cuales aún no cuenta con los respectivos títulos o actas de grado, deberá adjuntar la 

correspondiente certificación de terminación y aprobación (día, mes y año) de la totalidad de 

materias que conforman el pénsum académico del programa cursado, expedida por la 



 
institución educativa competente, en la que conste que sólo queda pendiente la ceremonia 

de grado. (negrilla propia) 

Tal como es posible evidenciar, para generar puntaje en la Prueba de Valoración de 

Antecedentes en el factor de Educación Formal, el aspirante debe aportar títulos de la 

referida modalidad de formación, con el respectivo diploma o acta de grado, tarjeta 

profesional, certificado que demuestre existencia del título expedido por la institución 

educativa competente, o certificación en la que conste, de manera explícita, que solamente 

queda pendiente la ceremonia de grado. 

 

Por consiguiente, el soporte no acredita ninguno de los postulados enunciados, y por lo tanto 

no es procedente otorgar puntaje al mismo.   

 

2. De Igual forma en mención a lo referido “ ustedes no me presentan con claridad y detalle que 

parte de ese numeral estoy infringiendo; por lo anterior, en este documento desarrollé una justificación 

de la presentación del certificado de cumplimiento de terminación de materias de mi título de Maestría 

obtenido y del hecho del por qué si deben tenerlo en cuenta.” Se precisa indicar que, en atención 

a la documentación aportada por usted junto con el escrito de reclamación contra los 

resultados de la Prueba de Valoración de Antecedentes, resulta necesario manifestar que, 

sólo son objeto de análisis los documentos que fueron cargados en el Sistema de Apoyo para 

la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad (SIMO) hasta el último día habilitado para las 

inscripciones.  

En este sentido, el numeral 3.2. del Anexo del Acuerdo del Proceso de Selección, señala:  

“3.2. Documentación para la VRM y la Prueba de Valoración de Antecedentes  

(…) 

El cargue de la anterior documentación es una obligación exclusiva del aspirante y se realizará 

únicamente en el SIMO. La misma podrá ser modificada hasta antes de la fecha del cierre 

de la Etapa de Inscripciones que señale la CNSC. Los documentos enviados o radicados 

en forma física o por medios distintos a SIMO o los que sean adjuntados o cargados con 

posterioridad a dicha fecha, no serán objeto de análisis para la VRM ni para la Prueba de 

Valoración de Antecedentes en este proceso de selección.” (Negrilla fuera del texto) 

En consecuencia, puede observarse que el Anexo del Acuerdo que rige el Proceso de 

Selección, exige que los concursantes aporten todos los documentos que acrediten su 

historial académico y laboral, para participar en el presente concurso, aclarando que para el 

empleo al cual usted se inscribió, la documentación podía cargarse a más tardar hasta el 28 

de septiembre de 2023; por ello, los documentos aportados por fuera de este plazo se 

consideran extemporáneos. 



 
Cabe recordar que, el Acuerdo y el Anexo que reglamentan el Proceso de Selección son de 

obligatorio cumplimiento para las Entidades donde se proveerán los empleos, la CNSC, la 

Universidad operadora del concurso y los aspirantes. 

 

Con los anteriores argumentos fácticos y legales, respecto a la Prueba de Valoración de 

Antecedentes, se CONFIRMA el puntaje de 60.00 publicado el día 30 de diciembre de 2024, 

el cual puede evidenciar en la plataforma SIMO, en cumplimiento de lo establecido en la Ley, 

el Acuerdo de Convocatoria y su Anexo, que rigen el Proceso de Selección. 

 

Asimismo, se le informa que esta respuesta se comunica a través del sitio web de la CNSC, 

www.cnsc.gov.co, en el enlace SIMO; cumpliendo de esta manera con el procedimiento del 

Proceso de Selección y el mecanismo de publicidad que fija la Ley 909 de 2004 en su artículo 

33. 

 

Finalmente, se comunica al aspirante que contra la presente decisión no procede recurso 

alguno, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9 del Anexo del Acuerdo del Proceso 

de Selección.  

 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

GLORIA CECILIA MOLINA VÉLEZ 

Coordinadora General  

Procesos de Selección Nos. 2502 al 2508 – Superintendencias de la Administración Pública 

Nacional 

UNIVERSIDAD LIBRE 

 
Proyectó: Angie Fernández M. 

Supervisó: Adriana Prieto H. 

Auditó: Juliana García V. 

Aprobó: Henry Javela Murcia 

 

 


